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Ha decidido Publiquese esta Sentencia en el ((Boletín Oficial del EstadoJ>.

1.o Declarar que los arts. 2. 3, parrafo segundo, 7 y 8, del Dec-reto
54!1985. de 4 de julio. de la Comunidad Autónoma de Cantabria
invaden la competencia estatal, y son por consiguiente nulos.

2.° Desestimar el conflicto de competencia en todo lo demás.

Dada en Madrid a cinco de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Luis López
Guerra.-Femando García·Mon y GonZález·Regueral.-earlos de la Vega
Benayas.-Eugenio Diaz EimiL-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gime­
no Sendra,-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa1ón.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

1. Antecedentes

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

!a siguientl;':

y volación de esta Sentencia el 5 de octubre en cuyo día tuvieron
efecto,

2. En la demanda formulada .por la Generalidad de Cataluña se
nos dice que. con arreglo al art. 156.1 de la C.E., la cobertura fmanciera
suficiente de las Comunidades Autónomas se erige en una de las garan.
tías de que la autonomia no quedará reducida a un simple nombre,
sino que conllevara el efectivo poder de autodisposición sobre los pro­
pios intereses o asuntos. Así lo ha reconocido la Ley Orgánica 8/1980,
de 22 de septiembre. de Financiación de las Comunidades Autónomas
(L.o.F.c.A.). en ccuyo art 2.1 se sanciona como uno de los principios
ordenadores de la actividad fInanciera de las Comunidades Autónomas
el de suficiencia de recursos para el ejercicio de las competencias propias.
A todo ello hay que añadir que dicho principio se convierte en pieza.
estructural del sistema diseñado por la Constitución. una vez que los
territorios autónomos carecen de potestades normativas plenas para
establecer sus propias fuentes de fmanciación Y. en la pr~ca. con
el simple ejercicio de sus poderes fmancieros no pueden conseguir
los recursos necesarios pafa atender las responsabilidades Qtie tienen
asumidas.

Si el principio de suficiencia de los ingresos es, pues, un componente
esencial de la autonomia fmanciera de las Comunidades Autónomas,
no menos cierto es que al Estado corresponde hacerlo efectivo, ya
que en su calidad de titular de las competencias del art, 149.1.11
Y 13 de la C.E. debe asegurar la posibilidad de que las Conumidades
Autónomas encuentren fuentes alternativas de fmanciación por medio
de la concertación de operaciones de crédito con toda clase de inter­
mediarios fmancieros [arto 157.1 e) de la C.E. y 4.1 f) de la L.O.F.C.A.].
Así lo ha mantenido, por lo demas. el Tnbunal Constitucional (STC
1/1982, fundamentos jurídicos 3.° y 6.°) y así se reflejó a partir
de ! 977. en una serie de disposiciones que. tendentes a la regionalización
de las inVersiones de las Cajas de Ahorro [Reales Decretos 2.291/1977.
de 27 de agosto (art. 1 a): 2.869/1980. de 30 de diciembre (art. 3)
~- 1_619/1981, de 22 de mayo], procuraron, asimismo, asegurar a las
Comunidalic5 Autónomas un mínimo de fmanciación dentro de las
que nevase a cabo d <;eGtor público. garantizando.' a tal fm. que los
titulos que emitiesen o calific<i3e!l serian adquiridos. por las Cajas de
Ahorro.

A partir de estos principios básicos de la orcieli<iCibn del crédito,
las Comunidades Autónomas han ejercitado sus competencias:. orien­
tándose sus disposidones normativas en el referido criterio de la regio­
nalización de las inversiones de las Cajas de Ah,orro Y. a la vez, partiendo
de la premisa de que siempre que el volumen de recursos del mercado
financiero lo permita, la compra o suscripción de valores de renta
fija emitidos o talificados por las Comunidades Autónomas estará age..
gurado, sin perjuicio de que quede tambien garantizada la colocación
de los titulos emitidos o avalados por el Estado en el cómputo del
coeficiente de inversión obligatoria en fondos públicos (en este sentido,
entre otros, Decretos 303/1980 y 213/1981 de la Generalidad de
Cataluña). .

Sín embargo, la Ley 13/1985. objeto del preSente proceso. significa
un cambio muy profundo en la orientación seguida hasta este momento
en orden a la fmanciación de operaciones en el ámbito autonómico.
porque -ante todo- considera derogado el Real Decreto 2.291/1977,
de 27 de agosto. sin establecer norma alguna sustitutoria, 10 que sin
duda ha de suponer un serio contratiempo para el desarrollo de las
economías regionales, al abrirse la posibilidad de que en el futuro
las Comunidades Autónomas no puedan contar -en términos de obli­
gación jurtdicamente exigibles- con el concurso de unas entidades finan­
cieras que tienen un protagonismo decisivo en la fmanciación de las
empresas y actividades de sus respectivos territorios.

Por otra parte, deroga también los Reales Decretos 2.869/1980,
de 30 de diciembre. y 1.61911981, de 22 de mayo, sustituyendolos
por el contenido del arto 4 de la Ley, que no suponen ya una garantía
de que los titulos que enlitan o califiquen las Comunidades Autónomas
hayan de ser adquíridos por las Cajas de Ahorro y otros intennediarios
fmancieros, ni tampoco conceden un margen suficiente para el desarrollo
de la política financiera de dichas Comunidades Autónomas. dado
que. en el máximo del 20 por 100 de los activos computables en
que «podrá» materializarse de obligación de invertir, habrán de incluirse
.todos los activos» calificados 'por Jos Entes autonómicos. sin hacerse,
sin embargo, ninguna reserva adicional para la fmanciación del sector
publico autonómico. No obstante. al Estado sí se le asegura la obtención
de recursos a traves de un circuito obligatorio o subcoeficiente dentro
del coeficiente general de inversión obligatoria, que es el 15 por 100
para la deuda a corto o medio plazo.

Pleno. Sentencia 135/1992, de 5 de octubre. Recursos de
inconsJilUcionalidad 800/1985 y 801/1985 (acumulados).
Promovidos por el Consejo F;;eeutivo de la Generalidad
de Calaluña y el Gobierno Vasco, respectivamente, contra
determinados preceptos de la Ley 13/1985, de 25 de mayo,
sobre coeficientes de inversion. recursos propios J' obliga­
ciones de información de los intermediarios financieros.

24005

1. El Letrado de la Generalidad de Cataluña don Manuel M.
Vicens Matas presentó escrito en el Registro General de este Tribunal
el 27 de agosto de 1985. donde en nombre y representación de aquélla
interpoIÚa recurso de inconstitucionalidad contra detenninados aspectos
de la Ley 13/1985, de 25 de mayo. más arriba reseñada (arts. 4.1;
5.1.1.° proposición; 10. párrafos 3. 5 -último incisl>- y 6). Al dja siguien­
te. don Javier Balza Aguilera y don José Ignacio López Cárcamo.
Abogados, formalizaron a su vez recurso de inconstituciónalidad, en
nombre y representación del.Gobierno Vasco. contra la misma Ley
(arts. 4.1: 6.2; 7 e); 9.1; 10. párrafos 2. 3. 5 y 6 Y Disposición fInal
primera.. núm. 2). .

En sendas providencias de 25 de septiembre de aquel año. las Sec­
ciones Primera y Segunda del Tribunal acordaron admitir a trámite
ambos recursos de inconstitucionalidad, as! como dar traslado de las
respectivas demandas y de los documentos anejos al Congreso de los
Diputados y al Senado. por conducto de sus Presidentes y al Gobierno
de la Nación, a través del Ministro de Justicia, para que. en el plazo
de quince dias. pudieran personarse en el proceso y formular las ale·
gaciones que estimasen oportunas, ordenando a la vez la publicación
en el.:Boletin Oficial del Estado» de los edictos en Jos cuaJes se anuncian
la interposición de los dos recursos para general conocimiento.

-El 4 de octubre de 1985 tuvieron entrada en el Registro General
los escritos del Presidente del Senado en los cuales manifiesta que
se :tuviera por personada a la Cámara en los i1Iltedichos procesos y
por ofrecida su colaboración a los efectos del art. 88.1 de la Ley
Organica de este Tribunal. A su vez el Presidente del Congreso de
los Diputados. en escritos presentados el 21 de octubre de aquel mismo
año, comunicó que dicha Cámara no haria uso de las facultades de
personaclón ni de formuJación de alegaciones que le concede nuestra
Ley; poniendo. no obstante, a nuestra disposición las actuaciones de
la Cámara que pudiera precisar. Por su parte, el Abogado del Estado
se personó el 14 de octubre de 1985 y solicitó que se acumularan
los dos recursos. -con suspensión entre tanto del plazo conferido para
la formulación de alegaciones. como consecuencia de la evidente
conexión de ambos por su objeto. a lo cual accedió el Pleno de este
Tribunal en Auto de 28 de noviembre de 1985.

El Abogado del Estado presentó el correspondiente escríto de a1e~
gaciones con fecha -3 de enero -de 1986. dentro de la prórroga del
plazo para tal trámite que le había sido concedida por la Sección
Segunda en providencia de 18 de diciembre del año anterior. Y otra
dictada el 30 de septiembre del corriente ha fijado para la deliberación

En los recurses de inconstituciona1idad. acumulados, números
800/1985 y- 80111985. ínterpuestos por el Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluña y por el Gobierno Vasco. respectivamente,
contra determinados preceptos de la Ley 13/1985, de 25 de mayo.
s":':Dre coeficientes de inversión, recursos propios y obligaciones de infor­
mación de ios. L'1termedianos financieros. habiendo sido parte el Abcr
gado del Estado en rep~:entacióndel Gobierno, y Ponente el Magiy
trado don Rafael de Mendizábai Al!ende. quien expresa el parecer
del Tribunal.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por don Miguel
Rodríguez·Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente; don Fernando García·Mon
y González·Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Alvaro Rodrí­
guez Bereijo. don Vicente Gimeno Sendra. don Rafael de Mendizábal
Allende. don Julio Diego González Campos. don Pedro Cruz Villalón
y don Carles Viver Pi-Sunyer. Mf\&Ístra.dos. ha pronunciado
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Pues bien. para el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña
no. es licito. en términos constitucionales. que el Poder Central haya
alterado sustanciaJmente las reglas .de juego por las que se han venido
regulando la capacidad de. las Comunidades Autónomas para acudir
al mercado de capitales sin que. a la vez,; se haya producido niguna
nueva situación derivada del ordenamiento constitucional que pueda
justificar ese cambio de criterio. Aunque los conceptos «bases» y «evo­
lución legislativa» no son antitéticos. tampoco puede olvidarse que,
como ha señalado el Tribunal ConstitUcional (STC 111982), las bases
-que ha de ser entendida como noción material- deben tener estabilidad.
pues con ellas se atiende a aspectos más estructurales que coyunturales.

Esa estabilidad. sin embargo. no ha sido respetada por la Ley que
se impugna. Más aún: la' Ley ha puesto igualmente en entredicho el
principio de solidaridad que recoge el art. 2 de' la C.E.. que, entre
otras manifestaciones. exige un comportamiento leal y la aceptación
del sistema de distribución territorial del poder. procurando su con­
tinuación. El Poder Central en el éaso -de la Ley 13/1985. no ha
tenido. en efecto. un «comportamiento fiel» con relación a las Comu­
nidades Autónomas. ya que aprovechando el ejercicio de una com·
petencia que formalmente le corresponde ha disminuido; sensible e
injustificadamente. la posibilidad que aquéllas tenían reconocida en
la legislación basica anterior de obtener financiación complementaria
recurriendo al crédito o a la deuda,. aunque. eso si, cuidándose de
asegurar que a él no le van a faltar esos recursos (art. S de la Ley).
Se asiste, pues, a un nuevo intento de asfixiar económicamente a las
Comunidades Autónomas, con el pretexto de aliviar al sector privado
de la incidencia que suponen los porcentajes obligatorios de inversión.

No obstante. la hbe:rtad de gestión de los intermedíarios fmaneieros
no ha de Uevarse hasta extremos tales que comprometan seriamente
la fmanciaciÓfi adicional con que deben contar las Comunidades Autó­
nomas, haciendo prácticamente inoperante el principio proclamado por
el art. 128.1 de la e.E. •

En suma, desde la óptica que brinda el principio de suficiencia
de recursos de que han de disponer las. COmunidades Autónomas,
y dado que los recursos ordinarios de éstas no alcanzan para cubrir
satisfactoriamente el coste de todas laa responsabilidades asumidas.
ni aun con 1a mejor disposición puede comprenderse cómo desde: las
propias instancias centrales del Estado se pretende agravar todavía
más la situación. al incidir, como se hace. en las posibilidades de
fmanciación de las Comunidades Autónomas a través de las Cajas
de Ahorro y demás intermediarios fmancieros. . .

Por todo eUo resulta ciara la ineonstitucionalidad de los articulos
que se impugnan del titulo primero de la Ley, relativos a los nuevos
patrones por los que habrá de regirse en lo sucesivo la fmanciación
complementaria de las Comunidades Autónomas con cargo a los recur·
sos captados de terceros por las Cajas de Ahorro y demás intermediarios
fmancieros, ya que si bien es verdad que el Estado ha acmado en
el ejercicio de las competencias del 8ft. 149.1.11 Y l3 de la C.E.•
lo es todavía mucho más que las ha ejercido apartándose de los principios
en que se inspira la Constitución, desconociendo la jurisprudencia de
este Tribunal y en detrimento de la autonomia fmanciera de las Comu­
nidades Autónomas.

En relación a los titulos II y nI de la Ley se argumenta que. de
los arts. 149.1.11 y l3 de la Constitución y 10 Y 12.1.6 del Estatuto
de Autonomía de. Cataluna. se desprende que cuando la Ley aquí
impugnada se refiere a las Cajas de Ahorro y demas instituciones de
crMito corporativo. PÚblico y teITitorial. la competencia de la Gene­
ralidad ha de ser calificada como de ,exclusiva, y eUo, como es lógico,
ha de tener su correspondiente reflejo en la problemática objeto del
presente recurso.

En particular, el art. 4'.1 de la Ley incurre en inconstitucionalidad
si se observa que a pesar de su compleja y poco afortunada redacción,
parece claro que. desde un punto do vista formal. la Ley no ha establecido
reserva alguna de coeficiente de inversión obligatoria para los activos'
calificados por las Comunidades Autónomas. El articulo en cuestión
se limita. en efecto, a fijar el máximo que, dentro del coeficiente general
de inversión obligatoria, podrán alcanzar aqueUa clase de activos. pero
no ~~a ningún minimo y ello, naturahnente, descarta la existencia
de cualquier oDiijiii::~~ o ~~tia .en relaci~ a la adquisici?n de los
mismos. y, desde un punto oc v';:~ matenal, el porcentaje del 20
por .1 00 -que ya de por si entraña un volumen ci¿ ;::~~6n notoriamente
exiguo al tener que calcularse en función de los activos de ¿v~¿ra
y no de los recursos computables- tampoco es inamovible. por cuanto
puede verse reducido por la inversión en títulos emitidos por el Tesoro
o el Estado para atender fmes generales o para la financiación del
crédito oficial. o sustitutoria de éste. .

Si se tiene en cuenata. además, que la Ley sólo contempla la com­
petencia de las- Comunidades Autónomas para calificar activos en rela­
ción a las Cajas de Ahorro y a las Cooperativas de Crédito, sin hacerla
extensiva a todo tipo de instituciones financieras ,-y, en particular, a
las Cajas Rurales-.· dificilmente puede detectarse en el legislador estatal
la más rnlnima preocupación respecto de la financiación de las Comu­
nidades Autónotn.lS por medio de las operaciones de crédito. Antes
bien, con el art. 4.1 de la Ley se ha decantado inexorablemente. pues,
la balanza de la fmanciación a través de las entidades de depósito

hacia el Estado. dejando practicamente sin recursos por este Concepto
a las Comunidades Autónomas.

En definitiva. el articulo analizado es· inconstitucional tanto por
no respetar una de las caracteristicas más relevantes que han de tener
las normas básicas -ser estables y servir más a los aspectos estructurales
que a los coyunturales-, como por quebrantar abiertamente los principios
de solidaridad y de suficiencia· de recursos plasmados. respectivamente,
en los arts. 2 de la Constitución y 2.1 b) de la Ley Orgánica de
FmanciaciÓfi de las Comunidades Autónomas. Por otra parte, ya mayor
abundamiento. la amplitud y generalidad con que se prevén las exclu·
siones para el cómputo del porcentaje de activos calificados por tales
Comunidades, evidencia que la nonna impugnada excede la compe­
tencia estatal dimanante del art. 149.1.14 en relación con el 149.1.11,
ambos de la Constitución. concurriendo asi un motivo adicional de
inconstitueionalidad.

En, el art. 5.2, primera proposición, además de concurrir los mismos
vicios de inconstitucionalidad que afectan al arto 4.1, se advierte otro
especifico por infracción del arl 14;5 de la Ley de Financiación, cuyo
art. 14.5 preceptUa que la deuda pública de las Comunidades Autónomas
y los títulos valores de caraeter equivalente emitidos por éstas gozarán
de los mismos beneficios y condiciones que la deuda pública del Estado.
El precepto en cuestión infringe claramente este mandato, ya que refiere
«eXClusivamente- el subcoeficiente de inversión obligatoria en titulos
de la deuda a corto y medio plazo a la emitida por el Tesoro o por
el Estado. marginando a la de las Comunidades Autónomas, que. de
esta manera. ya no podrá gozar de los mismos beneficios y condiciones
que la estatal En consecuencia, haciendo a aquéUa de «peor condición»
que esta última. cuya colocación forzosa queda garantizada en las enti·
dades fmancieras. circunstancia que no se dará en el caso de las Comu·
rodades. Por este motivo, debe estimarse' inconstitucional la referida
previsión.

En otro aspecto, el arto 10.3 somete la apertura de nuevas oficinas
de las Entidades de depósito cuyos reeursos propios no alcancen los
niveles mini.mos establecidos o cuyas inversiones en inmuebles y otros
activos superen los limites máximos que fije el Gobierno a la previa
autorización del Banco de España, o a la de las Comunidades Autó­
nomas competentes en esa materia, en su caso, «previo informe favorable
del Banco de Espana•. Pues bien, tal previsión amplia a costa de las
Comunidades Autónomas las tareas- de informe y comprobación nece­
sarias para conocer o denegar la apertura de nuevas oficinas del Banco
de España (art. 3 de la Ley 3011980, de 2l de junio), toda vez que
al exigir que su dictamen sea favorable en el caso que corrt:sponda
a las Comunidades Autónomas otorgar la autorización. no sólo se
le está confiriendo unas funciones de carácter ejecutivo que no le corres-­
ponden,: sino que se está supeditando «a sus decisiones» las competencias
autonómicas sin ninguna justificación ,constitucional para ello
(art. 10.1.4.0 del Estatuto de Cataluña y STC 111982). Por tanto, en
la medida en que el apartado de que se trata menoscaba y vacia noto­
riamente de contenido la competencia de la Generalidad para la eje­
cución de las bases estatales a que se refiere aquélla norma estatutaria,
ha de ser considerado inconstitucional.

El apartado 5 del mismo arto lO, al preceptuar en su 'último inciso
que, con carácter general y para todo el territorio, habrá de ser el
Banco de España el que autorice la reducción del porcentaje del 50

'por 100. como minimo, de los excedentes liquidos de las Cajas de
Ahorro que deberán destinarse. en cualquier caso, a reservas o a fondos
de previsión no imputables a activos específicos, incide en ineons-­
titucionalidad al vulnerar las competencias asumidas por la Generalldad
de Cataluña. Es evidente que la autorización concreta para reducir
ese porcentaje del 50 por 100 "'respetando, no obstante, la condición
de que los recursos propios superen en más de un tercio a los minimos
establecidos- corresponde otorgarla a la Generalidad. ya que se encuadra
en la competencia de ejecución de las bases estatales que a Cataluña
le confiere el arto 10.1.4.0 de su Estatuto o, incluso con más propiedad,
dado de que se trata de Cajas de Ahorro, porque queda englobada
en la competencia exclusiva del arto 12.1.6.° del mismo. Aquí no se
trata. por lo demás de «preservar ningún tratamiento unifonne» y que
esa autorización singular es un acto de constatación reglada (STC
57/1983, fundamento juridico 3.°, a contrario sensu).

Finalmente. el mismo arto 10, en su apartado 6, es una simple
reiteración de lo que ya establecía el arto 4.1 del Real Decreto 502/1983,
de 9 de marzo, que, a su vez, recogió lo dispuesto en el arto 8 del
Decreto 1.838!l97S, de 3 de julio, por el Que se reguló por vez primera
la aisit~~"dón de excedentes de las Cajas en función de su coeficiente
de garanti;~No obsl.i.";~~ ~uél COI¡tenía una Dí~~sición f~al .~n pre·
visión de que las Comunidades /\.üiÓ!!9mas mCleran aphcaclon del
mismo en el ámbito de su competencia ya Que ¡ü ~c: 1/1982, en
relación con el Decreto del Gobierno del Pais Vasco de 16 de ma.i·7~

de 1981, había considerado constitucionalr.1ente legítimo que el Depar·
tamento de Economía y Hacienda del País Vasco -cuyo nivel com­
petencial en esta cuestión es sensiblemente idéntico al de la Generalidad
[arto 10.26, y 11.2 a) del Estatuto Vasco y lO.1.4.a y 12.1.6.a del Catalán)
hubiera sustituido al Ministerio de Economia y Hacienda en su función
ejecutiva de la legislación básica estatal relativa a la distribución de
excedentes de las Cajas de Ahorro, tanto normales como excepcíonalcs.
Pues bien. en la medida en que ese apartado 6 pretenda rescatar para
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la Aáministracion Central una competencia eJccutiva propia de lo Pode­
res autonomicos que la tengan asumida. ha de predicarse su incons­
títucional.idad.

3. El Gobierno Vasco, por su parte. alega quc como la Ley 13/1985,
de 25 de mayo, se dedica al establecimiento de las nuevas bases regu·
ladaras de los coeficientes de inversión y garantía de las entidades
de depósito y otros intennediarios fmancieros. es necesario, corno punto
de partida, analizar la distribución competencial Estado-Comunidad
Autónoma del País Vasco en materia de entidades de depósito. que
aparece enmarcada por los arts. 149,1.11.a de la Constitución y 10.26
y 11.2 a) de su Estatuto de Autonomía. Pues bien. a pesar del tratam.iento
sistemático que reciben en este ultimo. donde se configUran como
competencias exclusivas (art. 10.26), esa exclusividad resulta equívoca.
ya que sobre las mismas se proyecta el limite general de la legislación
básica estatal sobre ordenación del crédito y banca. Pero es que, ademas.
en esta materia debe tenerse en cuenta. igualmente. el arto 149.1.13.3

de la Constítución. que reserva al Estado las bases y la coordinación
de la planificación general de la actividad económica. lo que enlaza
con la incidencia del concepto mismo de constitución económica fonnal
utilizado ya por la jurisprudencia constitucional en relación a la deter·
minación del contenido de la competencia estatal sobre las «bases
de ordenación del crédito» (STe 1/1982 y 9611984).

En todo caso, que la distribución de competencias en materia de
ordenaciúndel crédito deba ser enmarcada a su vez en los principios
basicos del orden económico constitutivos de la llamada «constitución
económica», no es óbice al desarrollo por cada Poder público de sus
respectivas competencias, porque. en relación con la materia concreta
que nos ocupa, la unidad de la politíca económica está ya asegurada
por la reserva estatal de establecimiento de las bases de su ordenación
(asi lo declaro ya la STC 96/1984).

Por otra parte, la doctrina del Tribunal Constitucional S!obre el con·
cepto de bases, ha destacado el carácter illdubit.adamente nonnativo
de la competencia estatal sobre las mismas. Competencia, pues. que
en ningUn caso puede permitir. por su sola virtualidad, rebasar los
limites de la regulación normativa para adentrarse en el terreno de
la ejecución. o aplicación al supuesto de hecho particular de aquella
regulación (SSTC 11!982. 321!983. 421!983).

Es cierto, no obstante, que en algunas ocasiones el TríbWlal Cons­
titucional ha admitido que ciertas «decisiones y actuaciones concretaSll­
puedan tener -el carácter de básicas y por tanto, entrar en el ámbito
de la competencia estatal. Ahora bien, ello no puede significar la exten·
sión de la competencia estatal sobre las ba!>es de una materia a aspectos
de mera ejecución administrativa, no nonnativa. de aquellas bases, ya
que lo único que encierran dichas menciones es la concreción de la
tesis iniciada por la STC 1/1982, en el sentido de aftrmar la existencia
de ciertas materías cuyas bases no pueden regularse enteramente por
Ley de Cortes. por 10 que. excepcionalmente. el Gobierno podrá desarro­
llar reglamentariamente dichas bases legales hasta agotar la regulación
basíca de la materia en cuestión. Una interpretación contraria, tendente
a ampliar la competencia sobre bases a facultades de mera ejecución
administrativa, supondría. en fIn. contradecir la naturaleza normativa
de las bases indubitada y reiteradamente afIrmada POr el Tribunal Cons­
titucional. así como dejar sin efecto la compaubilidad entre la com­
petencia estatal y la autonómica de desarrollo legislativo y ejecución.
Es más, cuando el Tribunal Constitucional ha considerado como de
titularidad estatal concretas actuaciones ejecutivas que, en principio,
correspondian a las Comunidades Autónomas en virtud de 10 dispuesto
en sus Estatutos. ese reconocimiento no lo ha hecho en atención a
un título competencial sobre bases, sino fundándose en otros títulos
en cuestión, de los que se deriva la competencia ejecutiva estatal.

Pero tampoco el supuesto de que el acto de ejecución afecte direc·
tamente a intereses de diversas Comunidades AutÓnomas puede jus­
tificar la competencia estatal. ya que la trascendencia supracomunitaria
o el interés geneal -tenidos ya en cuenta por el constituyente en el
sistema de distribución territorial del poder previsto- no pueden cons­
tituirse en principios generales que, más allá de las reglas competenciales
de la Constitución y los Estatutos. pennitan asumir al Estado com­
petencias que no le corresponden. Buena prueba de ello es que los

- supuestos jurisprudenciales que avalarían la regla en cuestión -acto
de ejecución de competencia estatal por estar afectados intereses

'. supraautonómicos- son en realidad supuestos en los que la competencia
ejecutiva y autonómica, al proyectarse en la práctica. puede conllyvar
actuaciones que rebasen sus propios limites territoriales. lo que deter­
mina la .incompete~cia de los órganos autonómicos no en !"I".-;:t:;; ;¡2
la matena o la functón. o del interés general n ~J.!.-r·~::.ü~tonómico sino
del aspect? te'!Ítorial d~ la compt::~;:::':.;;;. \a~ó1 STC'I/1982. en rel~ción
a la autonzaclÓn ~ C~j;;; úe Ahorro domiciliadas en el País Vasco
pam :~ ~p;;nura de oficinas fuera del mismo; o STC 44/1982, fun­
aamento juridico 6.°).

La propia jurisprudencia constitucional ha puesto de relieve que
al Estado no se le atribuyen faCUltades ejecutivas por concurrir un
amplio margen de discrecionalidad en su ejercicio, sino sólo cuando
se trata de titulos competenciales que le atribuyen toda la regulación
y ejecución de una materia (STC 44/1982. fundamento jurtdíco 4.°;
STC 6/1982, en relación a ciertas facultades ejecutivas del Estado
que se apoy-.m en la competencia estatal de alta inspección en materia

educatÍva; o STC 1/1982. que, respecto de la autorización de conce~ión

de créditos a empresas con detenninada participación extranjera, reco­
noce la competencia estatal en atención al art. 149.I.lO." de la C.E.).
Por lo demás, la discrecionalidad. como criterio para sustraer com­
pt.tenr..:Ías. ejecutivas estatutariamente atribuidas a una Comunidad Autó­
noma detennínada, resulta inoperante si se tiene en cuenta que. sin
perjuicio de que ninguna potestad es absolutamente discrecional y que
su ejercicio está: sometido. en todo caso, al control de los Tribunales.
dicho factor de discrecíonaJidad es perfectamente controlable en el
estadio nonnativo básico, de titularidad estatal, maxime en materias
como de la que aquí se trata. donde la regulación de las bases puede
negar. por necesidades intrínsecas a las mismas. a las mas acabadas
concreciones reglamentarias. Por ello es dificil sostener la atribución
al Estado de una determinada facultad ejecutiva, cuya titularidad es
constitucional y estatutariamente autonómica, sobre la base de la impli­
cación del interés general. pues dicho interés encuentra perfecta garantia
con el ejercicio de la competencia normativa del Estado sobre las
bases. que, a l~ vez, puede detennínar el mayor o menor componente
de discrecionalidad de las facultades ejecutivas autonómicas.

En consecuencia, las facultades de autorización que atribuyen al
Estado (Banco de España o Ministerio de Economía y Hacienda) los
arts. 7 e) inciso fmal, y 10.2 Y 6 de la Ley encajan en la potestad
de ejecución administmtiva de la norma cuya titularidad ostenta la
Comunidad Autónoma Vasca (arts. 10.26 y 11.2 a) del Estatuto]. Desde
el momento en que la competencia sobre bases es estrictamente -nor­
mativa y que el interes general ya queda garantizado con dicha com­
petencia, sin Que pueda operar al margen o yuxtaponiéndose a la dis­
tribución operada por la Constitución y el Estatuto, y sin que el criterio
de la discrecionalidad pueda tampoco ser efecüvo (STC 96/1984. fun­
damento jurídico 6.°), es evidente que las actuaciones de autorización
contenidas en los preceptos impugnados son meras facultades de eje·
cucion administrativa cuyo mayor o menor grado de -discreeionaHdad
dependerá de las concreciones más o menos acabadas a Que negue.
la nonna a ejecutar. pero que, en ningún caso. cualquiera que sea
el margen de maniobra del Órgano administrativo encargado de aplicar
la nonna. puede configurarse como titulo de atribución de competencias
ejecutivas. Por ello. las referidas facultades ejecutivas de autorización
previstas en los preceptos recurridos pertenecen a la Comunidad Autó­
noma Vasca, sin perjuicio de que, a traves de reglamentos comple­
mentarios de la Ley, el Gobierno del Estado acabe de precisar los
aspectos básicos que, en aras del interes general supraautonómico. pre·
cisan de un ~común denominador _normativo». Estas mismas razones
c.valan la ¡nconstitucionalidad del arto 10.3 de la Ley. ya que la cualidad
de <cfavorabiell del informe del Banco de España conlleva una sustitución
del órgano autonómico (.."'Orrespondiente en el ejercicio de una facultad
ejecutiva que constitucional y estatutariamente corresponde a la Comu­
nidad Autónoma Vasca.

En otro aspecto. el arto 4.1 de la Ley limita las competencias auto­
nómicas en materia poniéndolas en relación solamente con Cajas de
Ahorro y Cooperativas de Crédito. excluyendo en el tratamiento a
la Banca privada. Sin embargo. tal exclusión carece de toda justificación,
pues si bien existe un diferente tratamiento sistemático en el estatuto
entre las Cajas de Ahorro e Instituciones de crédito corporativo
(art. 10.26) y la Banca (art, 11.2 a)], es evidente que el resultado
material es idéntico en ambos casos. en función del límite que representa
la competencia estatal de fijación de bases de la ordenación del crédito
y banca. Pbr ello. la exclusión de la Banca privada en la reserva de
la competencia comunitaria, cuando en el resto del articulado. de la
Leyes incluida, supone una patente vulneración del arto 11.2 a) de
nuestro Estatuto.

Desde otra perspectiva. al establecer este arto 4,1 un limite general
con idéntico porcentaje para todas las Comunidades Autónomas. está
produciendo un tratamiento discriminatorio. pues se hace con inde­
pendencia del nivel competencial de cada Comunidad. Es decir, se
impone un tratamiento unífonne a situaciones de hecho distintas ~ado
el diferente l<quantum» competencial de cada Comunidad- que supone
una discriminación, lo que ya se advirtió en la presentación de alguna
enmienda en el trámite de elaboración parlamentaria de la Ley. La
admisión de variabilidad en el contenido estatutario (asi ;~{;~~G¡,;ido

por la STC }6/1983) supone. en fm: el cre~ !("~ iJieóios quepermJtan
e.l desempeno aU1?rresponsab~ ,j~ ías competencias públicas teITito­
nales. -y el mec~~,;:::·::: ~ue se examina resulta esencial como fonna
de ~"?;~i.;:jdcion que perrrrita el desarrollo de las potestades, corres­
pondiendo a un mayor volumen competencia1 el equivalente incremento
de medios que lo sustenten.

La Ley que se impugna atribuye un conjunto de competencias o
funciones al Banco de España que, en algunos casos, llegan a invadir
la competencia de la Comunidad Autónoma Vasca. Asi sucede. ante
todo, con el arto 6.2. que preve la delegación en el Banco de España
de la modificación del nivel mínimo que deben alcanzar los recursos
propíos de las Entidades de depósito. así como la determinaciÓn de
los porcentajes de valoración de riesgos. Tal función, que queda per­
fectamente acotada por los limites y condiciones que, por imperativo
del propio precepto. ha de fijar el Gobierno previamente, es encuadrable.
sin embargo, en la competencia autonómica de desarrollo legislativo
en materia de banca (art. 11.2 a) del Estatuto). Y. en todo caso. también
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la previsión seria inconstitucional aun cuando se partiese del carácter
básico de la decisión sobre la modificación del nivel. ya que entonces,
de acuerdo con lo ¡urtes expuesto y con la propia doctrina del Tribunal
Constitucional (STC 111982. fundamento jurídico 1.°), su detennina·
ción se deberla realizar por las Cortes Generales o por el Gobierno.
ya que son los órganos a quienes corresponde ejercitar la competencia
sobre las bases. Las mismas razones afectan al
arto 9.1. párrafo segundo. donde se reconoce al Banco de España una
función ajena a su competencia. ya que la modificación de los límites
máximos impuestos a las Entidades de Depósito para las operaciones
previstas en dicho articu10pertenece al ámbito del desarrollo normativo
de la competencia de la Comunidad Autónoma Vasca.

Y, en todo caso. si la previsión tuviera carácter básico. también
seria imposible la delegación en el Banco de España

Por otra parte. en el art 1O.S se prevé que el Banco de España
puede reducir el porcenUijc del SO por 100 de los excedentes líquidos
que las Cajas· de .Ahorro deban destinar, como minímo. a reservas
o a fondos de previsión no imputables a activos específicos. Esa reduc·
ción puede calificarse como mero acto de ejecución desde el momennto
en que la propia ley la condiciona a que los recursos propios superen
en más de un tercio a los minímos establecidos, con lo que una vez
más estamos ante otra potestad perteneciente a la Comunidad Autó­
noma Vasca (art. 10.26 del Estatuto). Estas consideraciones son exten­
sibles a la delegación contenida en la Disposición fmal primera..
núm. 2. enfavor del Banco de España.

4. El Abogado del Estado. en su escrito de a1egaciones que tuvo
entrada el 3 de enero de 1986. comienza diciéndonos que la Ley
13/1985. de 2S de mayo. encuentra su cobertura competencial en el
arto 149.1.11.- de la Constitución, donde se reconoce la exclusiva titu·
le:ridaQ esmtal para '01 establecimiento de principios~ de carácter
económico y bandera. incluyendo las facultades precisa! para adecuar
con flexibilidad a exigencias coyunwrales 1& política fmanciera. Materia
ésta sobre la cual el Tribunal Constitucional ya se ha pronunciado
en la STC 1/1982. abordando aspectos concretos íntimamente rela­
cionados con los contenidos en la Ley 13/1985. El Gobierno Vasco
pone el mayor énfasis en la naturaleza nonnativa -y sólo por excepción
ejecutiva- ~ las competencias estatales sobre las bases de la materia.
Ahora bien. en determinadas materias (preferentemente dé índole fman­
ciera), la ordenación básica alcanza no sólo a aspectos normativos
sino de ejecución. en cuanto ello resulta preciso para la preservación
de lo básico (SSTC 56/1983 y 57/1983. fundamentos jurídicos 4.'
y 7.°. respectivamente). FacuJtadesejecutivas que son indisociables de
la unicidad del orden económico general tal como ya se señalara en
la STC 1/1982. 'pudiéndose atinnar que ~n esta materia operan. en
deftnitiva. con especial frecuencia, alguno de los tres motivos siguientes:
Las exigencias de la unidad del sistema económico nacional. que no
quedan garantizadas únicamente con el establecimiento de denomi·
nadores normativos comunes; la necesidad. por razón de la naturaleza
de la materia. de actuaciones estatales directas -es decir. de facultades

-que forman parte de las titularidades estatales. no sólo por razones
de urgencia para evitar daños irreparables. sino a fm de posibilitar
la preservación de un espacio económico unitario; y la discrecionalidad
técnica. reflejada no sólo en modificaciones normativas de coyuntura.
sino en la función de. indirizzo que engloba potestades de indole eje­
cutivas. lo que· justifica tanto la particular necesidad en este ámbito
de una colaboración Ley~Reglamento.como la reserva a una institución
de naturaleza supraautonómica (sing'..tlannente el Bance de España)
de funciones de supervisión del sistema fmanciero y. en su caso. de
orientación del mismo.

Estas circunstancias explican. pues. que haya sido en esta materia
donde el Tribunal Constitucional ha subrayado la necesaria inclusión
en lo básico de la reserva estatal de facultades ejecutivas (SSTC 56/1983
y 57/1983), así como la especial vinculación de las competencias nor­
mativas y de ejecución de las Comunidades Autónomas a una política
monetaria y crediticia general que no es solamente susceptible de ser
establecida por vía normativa (STC 96/1984. fundamento juridico 3.°),
siendo imposible asimilar la mera facultad de ejecución de las normas
vigentes lo que constituyen decisiones de política económica que, en
ultimo término. desbordan el ámbito estricto de la ordenación del cre~
dito. incidiendo en el más amplio de la poUtica monetaria y fmanciera
(STC 96/1984. fundamentojuridico 7.°).

La Generalidad de Cataluña. por su parte. reconoce explicitamente
que la Ley 13/1985 corresponde al ejercicio de las competencias con­
tenidas en el arto 149.1.1 J.- y 13.- de la Constitución, pero le imputa
la vulneración de los principios constitucionales de solidaridad y garantía
de la autonomia fmanciea. En tal aspecto y desde una perspectiva
general cabe indicar que el Estado puede modificar las normas que
hasta el momento constituian las bases en. la materia. sin que la modi­
ficación implique. por si. no ya extralimítaeión de unas competencias
que formalmente le corresponden. sino tampoco lesión del principio
de solidaridad o de lealtad en las relaciones Estado-Comunidades
Aut6nomas.

Por lo demás. una regulación estatal que eliminase toda calificaci6n
autonómica (por ejemplo. reservando la totaliJad de los coeficientes
de inversión obligatoria a la calificación estatal) resultaria contraria
a los principios constitucionales invocados por la representación de
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la Generalidad de Cataluña. pero tal efecto no es imputable a la Ley
impugnada. Sin embargo. la Ley en una ponderación de fInalidades
constitucionalmente legitimas (desde la protecci6n de un área de libertad
de gestión para los intermediarios financieros hasta el establecimiento
de un esquema claro de fmanciación del déficit presupuestario). ha
procedido a modificar la regulación de los coeficientes de inversion
obligatoria. lo que responde no sólo a las titularidades que consti­
tucionalmente corresponden al Estado. sino a la fundamentación sus­
tantiva de esas titularidades fonnales (prevalencia de las necesidades
más generales del Estado sobre los intereses de cada Comunidad: STC
1/1982. fundamento jurídico 4.°).

La Generalidad de Cataluña y el Gobierno Vasco coinciden en
reprochar al arto 4.1 de la Ley que limite a las Comunidades la posibilidad
de caüticar activos a las Cajas de Ahorro y las Cooperativas de Crédito.
Sin embargo. esa limítación responde a las caracteristicas propias de
unas y otras entidades y encuentia apoyo en los preceptos estatutarios.
En efecto. frente al principio de territorialidad de aquéllas. la Banca;
privada responde en su estructura interna y en la proyección de su
actividad a un ámbito supraautonómico que imposibilitaría atender a
un criterio como el de la sede social para su adscripción a una Comu­
nidad Autónoma o fragmentar articialmente la realidad unitaria de
estas entidades para aplicar en el territorio de cada Comunidad la
calificación de titulos efectuada JX)r la misma. Asi se refleja, además
en los Estatutos de Autonomía. en cuanto que. a la competencia objetiva
de desarrollo y ejecuci6n en relación a las bases de ordenación del
crédito y la banca se añade una competencia de delimitación subjetiva.
especificamente referida a estas entidades de crédito de base regional.
Los térm.iDos del arto 10.26. en relación con el 11.2 a) del Estatuto
del País Vasco. así como los arts. 10.1.4.& Y 12.1.6.° del Catalán fun­
damentaR el principio de territorialida4 en la deli.J:nrtadón de las enti~

dades de éI'édito que por responder a esa naturaleza pueden situarse
dentro de la Comunidad.

De otra parte. el Gobierno Vasco cuestiona el art. 4.1 por vulnerar
el arto 138.1 de la Constitución (en interpretación paralela al art. 14
del mismo Texto) al imponer un limite de carácter general y uniforme
sin tener en cuenta el diferente nivel competencial de cada Comunidad
Y. por tanto, el diferente nível de recursos necesarios para sustentar
esas competencias. Pero lo cierto es que ya en el fundamento jurídi­
co 3.° de la STC 86/1985. se rechazó que en el arto 14 de la C.E.
tenga encaje la t¡;dlscriminación por indiferenciación-. debitmdose tener
bien presente que la unifonnidad en la limitación de los activos cali­
ficables por las Comunidades Autónomas responde a la naturaleza
misma de las bases y. en defutitiva. a la ponderación de que. cualquiera
que sea el llÍvel de las competencias asumidas por cada Comunidad.
por encima de ese porcentaje han de prevalecer las necesidades generales
tinanciadas por el Estado (STC 1/1982, fundamento juridico 4.°).

Asimismo, frente a las imputaciones·de la Generalidad de Cataluña.
hay que recordar que en las determinaciones de los arts. 4.1 y 5.2.
primera proposición, el Estado ha ejercitado las competencias declaradas
en las SSTC 1/l982 y 91/1984. sin perjuicio de que las Comunidades
Autónomas en el ámbito de sus competencias (art. 3.2) puedan desarro­
llar las bases contenidas en los arts. 4 y 5 e imponer. así. el corres·
pondiente subcoeficiente de inversión y en cuanto a la lesión del
arto 14.5 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades
Autónomas por el arto 5.2, primera proposición. tampoco puede des­
conocerse que la atribuci6n a la Deuda pública emitida por las Comu~
nidades Autónomas de los mismos beneticios y condiciones de la Deuda
pública del Estado no elimina la competencia estatal para la calificación
y preferencia de los titulos estatales a efectos de coeficientes de inversión
obligatoria (SSTC 1/1982. fundamentos juridicos 4.° y 5.° y 91/l984):
competencia. en último término. que no sólo encontraría fundamento
en la titularidad sobre las bases. sino tambien la noción de coordinación
defmida en esta materia por las SSTC 1111984 (fundamentosjuridicos
5.° y 6.°) Y 96/1984 (fundamento juridico 3.") Por este motivo. la
impugnada proposición primera del arto 5.2 no .es que imponga una
peor condición para la Deuda publica de las Comunidades Autónomas.
sino que responde a la fmalidad perseguida por el propio subcoeficiente
que prevé, que no es otra que la de dar prevalencia a los intereses
generales fmanciados por estos titulos.

Por otra parte. el propio arto 14.5 de la Ley Orgánica de Financiación
salva de la paridad de trato «lo establecido por la presente Ley\>, de
manera que el arto 3.2 e) f) y g) de la misma y la jurisprudencia
constitucional ya citada. fundamentan que. a estos efectos de coeficientes
de inversión obligatoria. exista un trato diferenciado. pudiendo indicarse.
por último. que el objeto de la controvertida proposición primera del
arto 5.2 de la Ley lJ/l985 es la imposición a los intermediarios de
una obligación de inversión y no la regulación de los beneficios o
condiciones propios de la Deuda pública.

En otros aspectos de la controversia -las funciones otorgadas al
Banco de España- el Abogado del Estado indica que el alt. 6.2 ha
sido ya desarrollado reglamentariamente (~eal Decre.to 1J~Of! 985.
de 1 de agosto). estableciéndose por el Goblt'mo el nlvel mlOlmo a
alcanzar por los recursos propios de las diferentes entidades de depósito
y los criterios para su cómputo, sin que sea discutible la naturaleza
básica de dicha regulación estatal. Y de ese mismo carácter basico
participa la modificación del nivel mínimo de recursos propios. ya
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que se trata de un instrumento de política economica esencial para
la ordenación del sistema fmanciero y monetario. sin que el carácter
nonnativo de una regulación resulte impedido por su carácter coyuntural
(STe 91/1984, fundamentojuridico 5.°),

La consecuencia es que no se trata de una función encuadrable
en la competen(.'1a autonómica de desarron" legislativo y ejecución
del arto 11.2 a) del Estatuto del País Vasco, dado su caracter básico.
Ese carac~et básico. por lo demás. no resulta contradictorio con la
delegacion de la facultad al Banco de España, ya que, de una parte,
la jurisprudencia constitucional (entre otras, SSTC 32/1983 y 42/1983)
expresamente alude a que «ciertas decisiones y. actuaciones de tipo
aparentemente coyuntural que tienen como objeto la regulación inme­
diata de situaciones concretasll, «pueden tener sin duda un carácter
basico», y de otr4, la naturaleza básica de las funciones atribuidas al
Banco de Espafia (STC 1{1982, fundamento juridico 9.<> y Ley 30/1980)
justifica que, precisamente por el papel que desempeña en el ámbito
de la política monetaria y en la supervisión y orientación del sistema
fmanciero, a dicho organismo le sean encomendadas -dentro de los
límites establecidos por el Gobierno- las modificaciones expresadas
en el arto 9 del Real Decreto 1370{1985. Las mismas consideraciones
justifican la legitimidad constitucional del arto 9.1, segundo inciso. y
el núm. 2 de la disposición final primera, por tratarse de determi­
naciones basicas en la politica crediticia cuya delegación en el Banco
de España está plenamente justificad::! por las funciones del mismo.

El Gobierno Vasco impugna tambien el arto 7 e), último inciso,
pero lo cierto es que en el mismo se contempla uno de los casos
en que la reserva de facultades de ejecución es indisociable de la orde­
nación básica. O dicho en otros términos: la regulación normativa,
por exhaustiva que pretendiera ser. no garantiza la preservacion en
ese punto de un tratamiento unifonne. requerido por el interés nacional
o supracomunitario, en las condiciones de solvencia de 1M entidades
de depósito. De ahi que. como ya se reflejó en la STC 9611984, en
orden a la fijación de las fechas de emisión, la facultad conferida
al Banco de E~paña debc reputarse como de titularidad estatal e indi­
sociable de las funciones de inspección y dirección del sistema fmanciero
que le corresponden

En relación al arto 10.2. cabe añadir que la facultad de dispensa
para casos concretos prevista directamente en el texto legal responde
a la posible concurrencia de circunstancias (por ejemplo, la conveniencia
de efectullr una inversión inaplazable encontrándose la entidad ya en
vía de retorno al cumplimiento de los límites establecidos) que hagan
pertinente flexibilizar la aplicación de la norma. Que tal facultad se
atribuya al Banco de España resulta justificado tanto por la imposibilidad
de cons.eguir la finalidad pretendida a tf'dves de medidas normativ?<:.
como por las funciones de inspección y dírección del $istema fmanciera
que corresponden al Banco de España.

El art. 7 del Real Decreto 1370/1985, que ha desarrollado el supuesto
previsto en el art 10.3 de la Ley. configura las excepciones al
principio de libertad de expansión en el territorio nacional de las enti­
dades de depósito con un carácter cautelar o sancíonatorio. en cuyo
caso el informe del Banco de España responde a la naturaleza básica
de las funciones del mismo en orden a la inspección y dirección del
sistema fmanciero Y. a la vez. no vacia de contenido la competencia
autonómica. En efecto, aun cuando se trata de un informe de naturaleza
obstativa. sin el cual la Comunidad Autónoma no puede conceder
la autorización. la titularidad para el otorgamiento continúa siendo
autonómica y el eventual informe favorable ni supone. ni equivale a
la decisión autorizatoria a adoptar por la Comunidad competente.

Por otro lado. en relacion al núm, 5. último inciso del art, lO,
se reproduce nuevamente la dificultad de calificar como mera ejecución
reglada de la normativa preexistente lo que en rigor constituye una
facultad con elevado componente de discrecionalidad técnica y cuya
apreciación ha de realizarse desde una instancia unitaria, resultado
indisociable de las funciones de inspección y dirección del sistema
financiero correspondientes al Banco de España. Tal realidad esca­
racteristica propia del sistema fmanciero. ya que a la dificil delimitación
de los planos nonnativo y ejecutivo se une en este ámbito la existencia
de una funcion de dirección u orientación traducida en «medidas»
a veces de naturaleza ejecutiva, pero indisociables de la ordenación
normativa y con fundamento. en último término. en la titularidad estatal
de la dirección de la politica económica. Por eUo. el engarce de las
competencias autonómicas con la dirección del sistema crediticio com­
porta que. en casos como el presente, el elevado componente de dis·
crecionalidad técnica en algunas decisiones detennine la reserva estatal.
como parte de 10 básico. de ciertas facultades ejecutivas. Por idénticas
razones se justifica la titularidad estatal para autorizar excepcionalmente
la reducción de porcentajes de dotación o reservas (art. 10.6). No
se trata, por lo demás del supuesto contemplado por el Tribunal Cons­
titucional en la STC 1/1982, en su fundamento jurídico 12,° Lo que
se prevé ahora es una facultad para autorizar esa reducción que. por
la unidad necesaria en su apreciación, resulta indisociable de la titu­
laridad básica.

n. Fundamentos jurídicos

l. La constelación de cuestiones que ha suscitado la doble impug­
nación de la Ley 13/1985 por la Generalidad de Cataluña y el Gobierno

del País Vasco. así como la confrontación dialéctica con el Abogado
del Estado. pueden ser clasificadas en dos grandes grupos. En uno
de ellos han de encuadrarse los ataques al conjunto desde la perspectiva
de los principios constitucionrtes. cuyo denominador común está en
la queja de que la nue-..a regulación perjudica económicamente a las
Comunidades Autónomas. Aqui encajan el carácter básico de la orde­
nación y su estabilidad, el contenido y los presupuestos para su modi­
ficadon, las modalidades fonl1ales en que puede reflejarse y los limites
intrínsecos, obra de prinCiP10S constitucionales (coordinación, solida­
ridad, autonomía y suficicncia de recursos. paridad de trato y coro·
portamiento leal). En el segundo grupo tienen cabida los reproches
a la Ley por traspasar lo~ ¡¡mites de la competencia del Estado en
la materia. invadiendo el ámbito de las Comunidades Autónomas, como
consecuencia de la intervención del Banco de España o la restricción
de sus atribuciones a un cierto tipo de entidades de crédito con exclusión
de las bancarias. La solución a todos estos problemas ha de configurarse
como una respuesta única que encuadre en un sistema sus plurales
aspectos y distintas perspectivas, sin perderse en la fronda de los múl­
tiples alegatos, para intentar conseguir asi coherencia interna y claridad
expositiva.

En el esquema constitucional de la distribución territorial de como
petencias, una de las que se entrega al Estado con carácter exclusivo
tiene por objeto las {(bases de la ordenación l. del crédito y la banca
(art. 149.1.11.a). Esta atribución, no obstante la ambigüedad o insu­
ficiencia de la exclusívidad como caracteristica delimitadora, prefigura
la materia respecto de la cual se ejerce pero no la forma a traves
de la cual han de ser desarroUadas las distintas potestades implícitas
en el enunciado. Por lo tanto, tampoco indíca la institución o el órgano
encargado en cada caso y momento de sentar esos cimientos de la
regulación, Esto es lo que. en definitiva, significa la proposición de
que el concepto de "oases» ha oc. ~ef entendido aqui y ahora, dentro
de esta concreta competencia. en su aceptación material según se dice
en nuestra STC l! 1982 que tendremos la oportunidad de invocar
en más de una ocasión.

Es evidente que la Ley 13/1985. de 25 de mayo. ahora en tela
de juicio, encaja por su contenido material en la ordenación del crédito
)' la banca. no ya porque asi lo afmne en su preámbulo, sino porque
esa declaración del legislador responde a la realidad, y en tal aspecto
no ha sido puesta en duda por quienes la impugnan en este proceso.
En efecto. este Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de perfilar
el contenido sustancial de esa competencia estatal exclusiva, cuyas bases
«deben contener tanto las normas reguladoras de la estructura, orga­
nización interna y funcionamiento de los diferentes intermediarios finan­
cieros como aquellas otms que regulen a~pectos fundamentales de la
actividad de tales intermediarios. entre los cuales se insertan legalmente
las Cajas de Ahorro». Aquí tienen su asiento propio las disposiciones
consistentes en fijar ciertos porcentajes o coeficientes obligatorios sobre
los recursos. ajenos depositados en las Cajas que deben invertir estas
en la adquisición de fondos públicos. así como tambien las que deter­
minen cuáles son los valores públicos cuya adquisición por las Cajas
se considera computable para cubrir el citado coeficiente de fondos
públicos y también el orden de prioridades de esas inversiones obli­
gatorias. Asi lo dijimos por primera vez en nuestra STC 1/1982 y
lo hemos repetido en otras. tres. la 91/1984. la 4911988 y la 220/1988.
La tesis expuesta, que se refiere a un tipo muy concreto de entidades
de crédito. 'es por supuesto extensible a las demás.

2. Las bases. por su propia esencia. tienen vocación de estabilidad.
pero en ningún caso son inamovibles ni puede predicarse de ellas
la petrificación, incompatible no sólo con el talante evolutivo del derecho
sino con el propio dinamismo del sector de la economía en el cual
se insertan. Es evidente sin mayor razonamiento que la flexibilidad
de la ordenación y su capacidad de adaptarse a las circunstancias cam­
biantes y a la labílidad del sector propician una mayor expectativa
de perdurabilidad en una relación directamente proporcional a aquellas
características. En tal sentido. este Tribunal habia advertido ya que,
«dado su carácter general y fundamental respecto al resto de ordenación
de la materia, las bases deben tener estabilidad, pues con ellas se atiende
a aspectos más estructurales que coyunturalesll (STC 1/1982, funda·
mento jurídico LO Ahora bien. a renglón seguido hemos cuidado de
matizar que la consecución de los intereses generales perseguidos por
la regulación estalal en esa materia concreta exige atenerse ..:a cir­
cunstancias coyunturales y a objetivos de politica monetaria y fman·
cierd», apreciación esta, por lo demas. reiterada posteriormente en muy
diversas ocasiones (entre otras. STC 91/1984. fundamentojurldico 5.°).
afirmando que «... tampoco es óbice la circunstancia de que se trate
de medidas reputables como coyunturales porque éstas no se apartan
de la fmalidad de la consecución de los intereses generales perseguidos
por la regulación estatal de las bases de créditoll. .

Era evidente en su momento y lo es ahora con mayor razón, desde
la perspectiva de los siete años transcurridos. que se habian producido,
se estaban produciendo y se iban a producir en un futuro inmediato
fenómenos y acaecimientos de la vida económica o con directa inci­
dencia en ella. A simple titulo de ejemplo, las fluctuaciones del ciclo
económico. En otro aspecto, pero ligado al anterior. el déficit público.
fenómeno que se ha hecho crónico en nuestro pais y en otros del
entorno. Y !ambien, la incorporación de España a la Comunidad Eco-
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nómica Europea como miembro de pleno derecho pocos meses después.
elIde enero de 1986. acontecimiento al que no parece fácil negar
su carácter estructural ni su trascendencia en este ámbito como en
otros.

Esto en cuanto a 'la justificación sustantiva de la Ley se refiere.
Desde una perspectiva formal. una de las fmalidades explicitas en su
preámbulo consiste en simplificar y actualizar el grupo normativo sobre
coeficientes de inversión preeexistentes. fijando un marco general de
actuación frente a la acumulación «de medidas de muy diverso rango,
inconexas, heterogéneas e incluso contradictorias», Dentro de tal marco
se atiende «8 la necesidad de redefmir la base cómputo del coeficiente
para que alcance los nuevos instrumentos de captación de ahorro apa·
recidos en los últimos años~, as! como a la «exigencia de aplicar a
todas las Entidades de depósito un tratamiento unífonne», da con·
veniencia de revisar los tipos de interés de las financiaciones privilegiadas
amparadas por los coeficientes. aproximándolos a los de mercado con
el fm de evitar subvenciones encubiertas e injustificadas», y por último.
a la «urgencia de establecer transitoriamente un esquema claro de finan·
ciación del déficit presupuestario. de tal forma que éste no perjudique
la política de control monetario ni presione excesivamente sobre los
mercados decapitaleu. En defInitiva. la nueva regulación codifica las
nonnas sobre la materia. elevando en muchos casos su rango y establece
los principios generales ordenadores del sistema de coeficientes de
inversión mediante el instrumento formalmente adecuado. la Ley. defi­
riendo la concreción de las demás medidas de politica financiera y
monetaria a quien constitucionalmente es su titular. el Gobierno de
la Nación. según nos dice el arto 97. En defmitiva. no sólo resulta
inadecuado el calificativo de coyuntural para la regulación que ahora
se enjuicia. sino que. justamente a la inversa. con ella se asientan
un conjunto de criterios y reglas unifonnes en un texto legal único,
cuyo ámbito se extiende ahora a todas las entidades crediticias y donde
se recopilan las disposiciones que hasta ese momento apArecían dis­
persas en un conjunto no siempre homogéneo y coherente.

3. Estas ólbasesJo han de ser, en principio. nonnas legales. orgánicas
rara vez y ordinarias en su mayor parte. pero también, en su caso.
reglamentarias. en el uso de la potestad que al Gobierno de la Nación
otorga el arto 97 de la Constitución. En tal linea de actuación, el
título 1 de la Ley 1311985 fue objeto del correspondiente desarrollo
por el Real Decreto 2254/1985, de 20 de noviembre. mientras que el
art. 6, con el cual se inicia el título n, había provocado la- promulgación
de o1ro Real Decreto, el 1370/1985, de 1 de agos10, donde se establece
el nivel mínimo a alcanzar por los recursos propios de las diferentes
entidades de depósito y los criterios para su c6tnputo. Por otra parte.
y bajando un escalón más en la jerarquía nonnativa, hay una selÍ<;;
de disposiciones o ~medidas» que concretan elementos en blanco de
la nonna lega] para pennitir su adaptación a las circunstancias y, por
ello, participan de esa misma naturaleza nonnativa. En efecto. la estrue·
tura como un todo no puede olvidar los aspectos coyunturales y más
en este ámbito de la economía Por ello. tales actuaciones son desarrollo
reglamentario. también básico. de la Ley en la cual encuentra cobertura
específica esta deslegalización mediante la doble técnica de autorizar
una eventual delegación del titular originario de la potestad o atribuirla
directamente al Banco de España. institución cuyo carácter «básico»
ha sido puesto de relieve en nuestm STC 1/1982.

En este marco- se encuadran algunas de las funciones que, en cuatro
de los preceptos impugnados. se encomiendan al Ministerio de Eco­
norrúa y Hacienilil o evenlua1mente al Banco de Espafta e incluso
a éste directamente. Una de ellas. la modificación del nivel minimo
que deben alcanzar los recursos propios de las entidades de depósito.
así como la determinación de los porcentajes de valoración de riesgos
(art. 6, párrafo 2.°). Otra. la modificación de los limites máximos.
entre los ·niveles que le señale el Gobierno, en función de los recursos
propios de las entidades de depósito, a sus inversiones en inmuebles
y otros activos materiales. acciones y participaciones y activos y pasivos
denominados en moneda extranjera, asi como a los riesgos que puedan
contraer con una persona Q grupo (art. 9). En tercer lugar, la posibilidad
de reducir el procen~e (50 por 100) de los excedentes liquidos que
las Cajas de Ahorro deban destinar. como mínimo. a reservas o fondos
de previsión' no imputables a activos especificas cuando se den las
circunstancias que la misma Ley señala (art. 10.5). Y fmalmente. la
defmición de las técnicas de cómputo de las obligaciones establecidas
respecto de las inversiones obligatorias y los recursos propios. así como
la detenninación de los conceptos contables aque se refieren los activos
y recursos mencionados en ellos o en las normas que los desarrollan
(disposición fmal primera).

En los dos primeros supuestos y en el último se trata de una gradación
de la potestad reglamentaría que la Ley autoriza con carácter opcional.
para alterar (si las circunstancias varian) los elementos de la nonna
cuya determinación se deja al Gobierno. Va de suyo que el Banco
de España forma parte de la Administración del Estado en su vertiente
institucional o indirecta y es la primera autoridad monetarla, a quien
corresponden las funciones relativas a la disciplina e inspección ,de
las entidades de crédito y ahorro, para lo cual se le dota de las simétricas
potestades, entre las cuales deben destacarse la reglamentaria y la san­
cionadora. como pone de manifiesto la atenta lectura de la Ley 30/ 1980.
de 21 de julio (arts. 1; 3; 15.1. 9 Y 10, Y 16.7). En este esquema I

competencia! encaja por derecho propio la atribución que la Ley le
confiere respecto de la reducción de porcentajes de reservas (art. 10.3).
En cualquier caso, se está en presencia de factores básicos. a veces
COn un cierto talante coyuntural,. que por eUo mismo no menoscaban
la competencia autonómica para el desarrollo legislativo, a la que sirven
para enmarcar por esa su naturaleza intrínseca, como fundamento del
sistema. La incorporación al ordenamiento jurídico de tales elementos
por su carácter abstracto deterntina su calificación como disposiciones
generales y no como actos singulares en ejecución de la Ley.

La desconcentración de la potestad reglamentaria es posible for­
malmente y, en muchas ocasiones, necesaria desde la perspectiva del
contenido de la norma. Efectivamente, la habitación al Gobierno de
la Nación que contiene el 3rt. 97 de la Constitución no puede entenderse
con un criterio estricto, al pie de la letra, sin limitar la advocación
del titular a un órgano colegiado especifico. el Consejo de Ministros.
sino también a éstos que lo componen y a instituciones como el Banco
de España. Asesor de aquél y ejecutor inmediato de su política monetaria;
y crediticia (Ley 2/1962. de 14 de abril base l.a, y'Decreto-Iey 18/1962.
de 7 de junio. arts. 1 y 9), que. como arriba se dijo. tiene conferida ­
explícitamente la potestad reglamentaria en el ámbito de su actuación.

La intervención de esta institución no se legitima por su carácter
discrecional. La discrecionalidad es una modalidad del ejercicio de
otras potestades pero no es una de tantas, como a veces se ha dado
en decir. ni, en ningún caso, puede ser utilizada por si misma como
habilitante de ellas (STC 9611984. fundamento jurídico 6."). Ahora
bien, una ordenación racional de atribuciones las encomendará a quien
tenga la idoneidad para llevarlas a buen ténnino. pero Ja auetoritas
no conlleva necesariamente el lmperium o la potestas. que son obra
directa de la Ley. Precisamente la especialización técnica del Banco
de España explica y hace razonable. en el contexto constitucionaL
que se le conflen determinadas misiones por delegación del Gobierno
o ex lege. No existe. pues. la incompetencia relativa que se denuncia.
La ordenación básica del crtdito y la Banca en su aspecto institucional.
corresponde no sólo a los Cuerpos colegisladores y al Gobierno. sino
también, en un nivel operativo. al Banco de España.

4. En relación con el art. 4 de la Ley impugnada se hace patente
que los limites de las potestades que en el ámbito de su competencia
exclusiva pueda ejercitar el Estado vienen dados no sólo por la colin­
dancia con otras competencias, calificadas tambien como exclusivas,
que correspondan (sobre la misma actividad o materia) a las Comu­
nidades Autónomas, sino también por el respeto a determinados prin­
cipios explicitas en nuestra Constitución. En el primero de los aspectos.
el deslinde desde el exterior viene dado por los Estatutos respectivos.
En el del País Vasco, se establece que esa Comunidad Autónoma
tiene competencia exclusiva sobre las «instituciones de crédito cor·
porativo. público y territorial Y las Cajas de Ahorro en el marco de
las bases que sobre ordenación del crédito y la Banca dicte el Estado
y de la política monetaria general (art. 10.26), mientras que se le atribuye
el desarrollo legislativo y la ejecución dentro de su territOriOll de aquellas
bases [art.ll.2, a)]. Un esquema sustancialmente idéntico. aun cuando
difiere en aspectos accesorios y construido en un orden inverso. se
configura para Cataluña en su nonna estatutaria (arts. 10.1. 4.".
Y 12.1. 6).

Conviene a nuestro propósito profundizar en el análisis de tales
normas desde la perspectiva de los destinatarios de la Ley en cuestión.
euyo art. 1 enumera como sujetospasívos de la obligación de invertir
a «los Bancos privados.. las Cajas de Ahorro. las cooperativas de crédito
y demás entidades que tengan como actividad tipica la de tomar dinero
de terceras en forma distinta a la suscripción de acciones o parti­
cipaciones. a fin de prestarlo o colocarlo en inversiones fmancierasll,
descripción más que defmición coincidente en sus rasgos esenciales
con el diseño contenido en la Ley de Ordenación Bancaria de 31
de diciembre de 1946. donde se consideran como tales las personas
naturales o jurídicas que. con habitualidad y ánimo de lucro, reciben
del público, en fonna de depósito irregular o en otras análogas. fondos
que aplican por cuenta propia a operaciones activas de crédito y a
otras inversiones (art. 37). Más aniba se dijo ya que el nuevo sistema
implica no sólo una codificación del grupo normativo sino la con­
solidación de un régimen homogéneo para todas las entidades de crédito.
Con esta denominación se absorben y refunden las demas utilizadas
en distintas normas (entidades de depósito, intermediarios fmancieras,
establecimientos de crédito) en la Ley 2611988. de 29 de julio. sobre
disciplina e intervención de tales actores de la vida fmanciera. Con
independencia pues, de las caracteristicas düerenciales de las Cajas
de Ahorro y de las cooperativas de crédito respecto de los Bancos
privados, es un dato para el razonamiento jurídico que unas y otras
quedan sujetas por la Ley a las mismas obligaciones en situación pari­
taria, dentro de un elSquema homogéneo con las matizaciones que con­
tíenen no sólo el párrafo primero del arto 4, sino también los párrafos
2.°,3.° y 4.° del precepto siguiente.

Es evidente, por otra parte. que la operación juridica de sumar
compétencias exclusivas da por resultado su transformación en com­
?art¡das. Es cierto que en algunos Estatutos de Autonomía se configuran
por separado una competeacia para el desarrollo legislativo y la ejecución
de las bases de la ordenación del crédito y la Banca, así como otra
sobre Cajas de Ahorro y otras entidades de tal tipo. Tal ocurre en
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el vasco y el catalán, como antes se dijo. pero esta doble referencia
tíene su origen en «la dimensión sO\..'al de las Cajas y su proyección
eminentemente regional. rasgos distintivos de estas entidades de depósito
frente a otros intennediarios fmancieros!t, explicando así que deter­
minadas Comunidades Autónomas tengan atribuidas competencias res­
pecto de aquellas, de las. cuales carecen respecto de las otras (STC
48!l988. fundamento jurídico 2.°). Sin embargo, no es este el caso
-insistimos- de Cataluña y el País Vasco. d'lnde convergen con el
Estado -en la ordenación del credíto y la Banca en los distintos niveles
básico. por una parte, y por la otra. de desarrollo y ejecutivo.

Ahora bien. es aquí precisamente. en este aspecto de la ordenación
del crédito y la Banca. donde se plantea el problema. No estará de
más recordar, para mayor claridad. que en el nivel básico de esta
competencia se encuadran. dicho sea en un rápido esbozo, el esta­
blecimiento de la obligación de invertir, la detenninación de los coe­
ficientes y del sistema para el cómputo de los recursos sobre los cuaJes
han de girarse. así como el orden de prioridad, entre otros, sin olvidar
ciertas y contadas actuaciones ejecutivas inherentes a la regulación.
En las propias 'bases. por otra parte, se delimita con nitidez alguna
de las cuestiones que pueden deferirse a un ámbito territorial. Dentro
de tal grupo se incluye la calificación de los activos en los cuales
hayan de materializarse las obligaciones. de inversión que para todas
las entidades de crédito se atnouye al Gobierno, en el nivel estatal,
«sin peIjuicio de las facultades que puedan corresponder a las Comu­
nidades Autónomas» en el suyo propio (art. 3.2 de la Ley 13/l985).
El esquema se completa dos articulos después, en el 5, donde se confiere
al Gobierno la potestad de fijar los coeficientes con carácter general,
dento del tope máximo que se marca alli mismo.

En tal planteamiento, el párrafo primero del art. 4 da por supuesta
una facultad de las Comunidades Autónomas «en relación con las
Cajas de- Ahorro y cooperativas de crédito'" y sólo res~ct(l de ellas,
para las cuales se establece un coeficiente máximo especifico (al 20
por 100) Y se arbitra un sistema para tenitorializar los rcursos como
putables a los efectos de girar en su momento aquel porcentaje, aplicable
sobre la parte proporcional de los obtenidos dentro del ámbito geográfico
de la correspondiene Comunidad Autónoma, con abstracción de la
sede social. que es el punto de conexión para otros usos. Esta regla,
cuya finalidad es regionalizar los beneficios de esas concretas entidades
de crédito, como ya ocurria en alguna de las disposiciones reglamentarias
que la Ley deroga, ha de tener una evidente repercusión positiva para
las Comunidades afectadas, si se observa que los recursos captados
estafan siempre en relación directa con el grado de desarrollo socioe·
conómico respectivo.

El tmiamíento especial de estas Cajas y cooperativas encuentra su
fundamento no sólo en su mas intima vinculación con las Comunidade~
Autónomas sino también en sus rasgos diferenciales, muy acusados
en algunos aspectos, respecto de la Banca, no obstante sus semejanzas
en otros. tamb¡~n notorias. En definitiva. esta norma que, por defmición,
tiene caracter bá.sico. ofrece una regulación peculiar que está en con·
sonancia con el título habilitante de la competencia (art 149.1, I P.
de la Constitución) y, además, con la distinta configuración de una
y otras entidades desde el propio texto constitucional, así como la
mayor intensidad de las competencias comunitarias al respecto. No
hay pues una exclusión indebida o irrazonable y, por tanto, carece
de consistencia suficiente el reproche de inconstitucionalidad por omi·
sión que se dirige al precepto analizado.

5. El contenido esencialmente normativo de las "bases» para la
regulación del crédito y la banca. en sus diferentes aspectos y niveles
ya señalados, no significa que en esa 1O:ordenación» no quepa otro tipo
de actuaciones. Aun cuando, en principio, la aplicación de la norma
a cada supuesto de hecho individualizado parece estar extramuros de
aquélla (SSTC 111982, 32/1983 y 42/1983), también pueden quedar
comprendidos en su ámbito los actos ejecutivos, actos administrativos
singulares en cuanto resulten necesarios para la preservación de 10
basico (SSTC 56/1983 y 57/1983, fundamentos jurídicos 4.° y 7.°)
o para garantizar. con carácter complementario, la consecución de
los fines inherentes a la regulación básica (STC 48/1988, fundamento
jurídico 3.° e). Esta posibilidad de pasar a la ejecución tiene su fun·
damento no sólo en las exigencias de la unidad del sistema económico
general. lo que se ha llamado la «constitución económica», para cuya
intangibilidad no bastan los denominadores comunes de naturaleza
normativa, sino también en la necesidad de actuaciones estatales directas
por razones de urgencia en prevención de perjuicios irreversibles al
interes general. En definitiva, las competencias para el desarrollo legis·
lativo o la ejecución de las Comunidades quedan vinculadas a una
politica monetaria y crediticia general que no es solamente susceptible
de ser establecida por vía nonnativa (STC 96/1984. fundamentos jun­
dicos 3.° y 7.°).

A este respecto conviene dejar bien sentado que las autorizaciones
son actuaciones singulares desprovistas por definición de contenido
normativo. En defmitiva. se trata de actos adminístrativos por su autor
y su contenido, que consisten en remover los limites a los obstáculos
para el ejercicio de un derecho preexistente en principio. POr otra
parte. hemos dicho ya que se trata de una comprobación o «constatación
reglada!' en nuestra STC 57/1983, a contrario sensu. La titularidad
de la potestad·para otorgarlas o no correspondería en principio a las

Comunidades Autónomas de Cataluna y del Pais Vasco por su natu­
raleza ejecutiva en el peculiar sentido que tiene esta expresión en ambos
Estatutos. Efectivamente, constituyen una aplicación individualizada de
la legislación estatal. Así lo hemos dicho alguna otra vez, desde el
principio de territorialidad. con ocasión de determinar la cor,lpetencia
para autorizar la apertura de oficinas fuer.! de la Comunidad AutÓnoma
donde las Cajas de Ahorro matrices tuvieran su sede (STC 111982.
así como la 44/1982).

Ahora bien, la titularidad de tal potestad no se desconoce ni se
niega en la Ley 13/1985, pero se condiciona rigidamente. Ese es el
resultado que produce la interpelacíón del dictamen del Banco de
España que. además de preceptivo (a -Jo cual nada cabria objetar. en
principio), es vinculante. En efecto, en dos hipótesis concretas y nunca
con carácter general, las Comunidades Autónomas competentes en
esta materia sólo podran autorizar la apertura de nuevas oficinas de
las entidades afectadas «previo informe favorable del Banco de España».
Es cierto que les queda un margen de apreciación para negar, no
obstante aquél, la licencia, como lo es también que se trata de un
numerus c/aU5US. Ahora bien, tal intervención" del Banco de España
en el ámbito de la ejecución de la Ley esta justificada, a nuestro parecer.
en la fundón de garantizar la estabilidad del sistema fmanciero que
cumple. El control preventivo, en los supestos limite conectados a
las cautelas conflguradas en este aspecto. como normas de naru.raleza
básica, resulta así inherente a la configuración real de la competencia
estatal, sin el cual no podria ésta alcanzar la efectividad deseada. No
cabe la menor duda de que la salvaguardia de los niveles mínimos
de recursos propios en relación con las inversiones realizadas y los
riesgos asumidos (art. 6.1), asi como la intangibilidad de los límites
máxímos a las inversiones en inmuebles y otros activos en función
de aquellos recursos propíos (art 9.1), que son el fundamento de esta
intervención preventiva y cautelar del Banco de España, entran de
l1eno además en su misión de mantener la disciplina en el sector y
ejercer su inspección.

6. Entre los limites intrínsecos de las facultades estatales se encuen·
tran, como más arriba anticipábamos, ciertos principios acogidos cons­
titucionalmente. uno de los cuales consíste en la coordinación de las
comunidades con la Hacienda estatal (art. 156.1), que no es sino un
aspecto en tal sector de la concepción del conjunto de tributo$ como
«sistema'» o estructura unitaria, homogénea por supuesto, sin distorsiones
que impliquen la desigualdad de los españoles, segUn su localización
(art. 31). En tal sentido hemos aludido también, en lo que aquí nos
ocupa, «8 las limitaciones que resultan de las disposiciones del art.
149 de la Constitución. apartados 11 ..y 13, que atribuyen al Estado
competencia sobre las bases de ordenación del credito\>, asi como las
de la planificación general de la actividad económica y su coordinación
(STC 17911987).

El sistema que consiste en imponer a las entidades de crédito la
obligación de invertir en los valores califtcados al efecto por el Gobierno
de la Nación o por los autónomos. según los casos, una parte de
los fondos ajenos captados por aquéllas implica un intervencionismo
público muy intenso en actividades intrínsecamente privadas. Por ello,
ha de cohonestarse, como ya se sugirió, con la libertad de empresa.
El señalamiento de los coeficientes ha de serel resultado de una delicada
ponderación de intereses, para el fomento de «aquellas actividades con­
sideradas prioritarias de acuerdo con las exigencias de la economía
general en ~l sentido del art. 38 de la ConstituciÓn». más arriba invocado,
según explica el preámbulo de la Ley enjuiciada. Esa evaluación se
mueve dentro de un amplio abanico de discrecionalidad, dentro de
las coordenadas de la oportunidad y la conveniencia. ya que en el
marco de las más estricta legalidad cabria -hacia abajo- la posibilidad
de suprimir tal obligación.

En defmitiva, como ya hemos dicho en nuestta STC 1/1982 (fun­
damento juridico 6.°). el Estado actúa aqui «dentro de las bases de
ordenación del crédito. consistentes en lograr la necesaria articulación
entre los intereses de cada CQmunidad~ ry los más generales de ámbito
nacional», correspondiéndole por ello la determinación de las carac­
terísticas de unos instrumentos de la politica económica, como son
los coeficientes de inversión. que tan intensamente pesan sobre la liber­
tad de gestión de los sujetos obligados, los establecimientos de crédito
y Que por otra parte inciden. a veces. decísivamenteen el mercado
de capitales o en el control monetario. En defmitiva, no nos corresponde
juzgar el acierto o el error de esas medidas de la política económica,
sino tan sólo su ajuste al contexto constitucional. que en este caso
y en los aspectos hasta aquí sugeridos resulta claro.

7. Otro de tales limites intrínsecos radica en el principio de soli­
daridad que nuestra Constitución invoca repetidas veces y que en defi­
nitiva no es sino un factor de equilibrio entre la autonomía de las
nacionalidades o regiones y la indisoluble unidad de la Nación española
(art. 2). Su contenido más importante es el financiero y en tal aspecto
parcial se te alude más adelante con carácler generico (art. 156.1)
y también con un talante instrumental. como fundamento del Fondo
de Compensación. con la fmalidad de corregir desequilibrios econó­
micos interterritoriales y hacer efectivo el principio de solidaridad (art.
158.2), cuya salvaguardia se encomienda al Estado. que ha de velar
por el establecimíento de un equilibrio económico, adecuado y justo.
entre las diversas partes del territorio español, con particular atención
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a su componente insular (art. 138.1). No faltan referencias a tal principio
en los Estatutos. en alguno de los cuales -precisamente el catalán­
es calificado en su preámbulo como garantía de la auténtica unidad
de los pueblrn; de España. con un contenido material muy concreto,
desde el momento en que ha de servir para detemúnar la participación
de la Generalidad en los impuestos estatales [arto 45.1 e)]. El Estatuto
del País Vasco. en esta misma linea. 10 invoca para el régimen de
conciertos. corno sistema foral tradicional donde se regulan las rela­
ciones de orden tributario con el Estado (an. 41).

&. A su vez. el principio de autonomía que preside la organización
territorial del Estado (arts. 2 y 137), ofrece una vertiente económica
importantísima. ya que aun cuando tenga un carácter instrumental la
amplitud de los medios determina la posibilidad real de alcanzar los
fmes. En tal sentido, la Constitución no olvida ni podria hacerlo la
autonomia fmanciera de las Comunidades. Este Tribunal ha explicado
que ella implica da plena disponibilidad~ de sus ingresos «sin con·
dicionamientos indebidos y en toda su extensión. para poder ejercer
las competencias propias y, .en especial, las que se configuran como
exc1usiV'o:lS'" (SSTC 6311986, 20111988 Y 9611990). Ahora bien. no
sería necesario insistir pero se ha dicho repetidas veces que esa libertad
para establecer el plan de ingresos y de gastos, en definitiva el pre·
supuesto, no se configura constitUcionalmente con carácter absoluto.
En efecto. hay límites intrínsecos y extrinsecos. aquéllos en función
de principios explícitos o no e incluso de la naturaleza misma de las
cosas, como tendremos oportunidad de ver a seguido y otros que pro­
ceden del exterior. como consecuencia necesaria de la interrelación
de competencias concurrentes sobre una misma materia en un mismo
ámbito territorial.

El soporte material de la autonomía fmanciera son los ingresos
yen tal sentido la Ley Orgánica para la Financiacion de las Comunidades
Autónomas configura como principio la suticiencia de recursos
[arto 2.1 d)). que tiene un primer límite en la propia. naturaleza de
las cosas y no es otro sino las posibilidades reales de la estructura
económica del pais en su conjunto. Esta condición liminar. por lo
demás obvia. se conecta con la capacidad del sistema tributario, fuente
principal. no única. de los ingresos de Derecho publico (tributos propios
y cedidoS-, recargos y participaciones. entre otros). En tal contexto
global. otra de las· modalidades aparece constituida por «el producto
de las operaciones de cn~dito» [arts. 157.1 d) de la Constitución y
4.1 f) de la Ley de Financiaciónl. fuente complementaria en una eco­
nomia saneada, nunca principal. que la Ley 1J/ 1985 conserva, aun
cuando modifique profundamente la regulación precedente en varios
de sus aspectos.

En efecto, por una parte se ha modificado d anterior sistema de
coeficientes de inversión obligatoria para las entidades de crédito. uni­
ficando los preexistentes para la Banca privada y para los fondos pÚblicos
o préstamos de regulación especial de las Cajas de Ahorro. que habían
establecido el Decreto 1.472/1971. de 9 de julio, y los Reales Decretos
2.869/1980, de 30 de diciembre (orden de prioridad en el cómputo
de valores); 1.619/1981. de 22 de mayo (porcentaje de fondos públícos);
1.670/1980, de 31 de julio, y 360/l984, dc 8 de febrero (prestamos
de regulación). disposiciones reglamentarias. cuyo rango normativo
hacía más problemática su plena .validez, que ahora se derogan con
otras de las que luego se hablará. La Ley 1311985 conserva, pues.
la posibilidad de que las Comunidades Autónomas sigan accediendo
al crédito para financiar el ejercicio de sus competencias, aun cuando
en unas condiciones parcialmente mas limitadas o aparentememe menos
ventajosas.

Estas circunstancias carecen d~ relevancia, por si mismas, como
fundamento sólido de la impugnación. que maneja un plausible esquema
dialectico aun cuando con una carga argumental totalmente abstracta.
En ningún momento se demuestra que la nueva regulación ponga en
peligro el principio de suficiencia económica de recursos, que en la
realidad es algo muy concreto y dependiente de muchas variables< Por
un lado. las necesidades traducidas en el gasto público generado por
el funcionamiento efectivo de las competencias asumid..'\S. Por otro.
el rendimiento de los demá.'i recursos y especialmente de los tributarios.
y desde la perspectiva de las entidades de crédito, sujetos pasivos
de la obligación, su propia importancia en función del dinamismo comer­
cial y la competitividad. así como la base para girar el coeficiente
constituida por los recursos computables (art. : de la Ley 13/1985).

En esta misma linea discursiva. conviene hacer hincapié en algo
obvio y es qlJe la obligación de. invertir tiene un caracter en principio
genérico. con una pluralidad indeterminada de destinatarios. Los sujetos
pasivos deben adquirir. con cierta libertad limitada o condicionada,
determinados activos calificados a tal efecto por el Estado o las Comu­
nidades. Autónomas, activos que pueden ser propios e implican una
apelación al crédito. dentro de su poEtíca financiera o pueden s~r

ajenos y significan en tal caso una medida positiva de fomento de
actividades privadas. dentro de una política económica general o regional
concreta. La opción por unos o por otros dependerá del atractivo
de los respectivos valores, en función de su rentabilidad, la solVencia
del emisor o la demanda del mercado.

Esta es, a nuestro juicio. la razón profunda de qut.": el sistema, en
esta ley y en la regulación fmgmentaria anterior, senale tO;Jes ma-ximos
y no imponga en ningún caso mínimos en favor de nadie. Asi 10

hace el arto 4. que por supuesto no garantíza la efectiva adquisiciún
de activos concretos, fueren de quienes fueren, pero tampoco prejuzga
que tal cobertura no se materialice. El criterio funciona en d sentido
más ventajoso para la libertad. bien es verdad que muy relativizada,
de los establecimientos de crédito Y. por eUo, su encaje en el contc:\10
constitucional es mas holgado. :oi s~ piensa que se trata de (\peraciones
de credito privilegiadas. cuya existencia restringe la autonomia de los
obligados aun cuando en función dd interés general prevaJcnte.

Finalmente. otro de los aspectos polémicos de la Ley 13/1985 es
el que afecta a la regionalización de las inversiones de las Cajas de
Ahorro que había establecido el Real Decreto 2.291/1977, de 27 de
agosto. norma por cierto prcconstituciona} que se deroga ahora. El
hecho de que pueda incidir negativamente sobre esta fuente de recursos
dependen! también de unas circunstancias que más arriba han sido
ya puestas de relieve. reconducíbles en síntesis a la importancia de
la entidad o' de las entidades con sede social en cl territorio respectivo.
Por otra parte la disposición de rango reglamentaría añof'dda ahora.
que se promulgó antes del nacimiento de las Comunidades Autónomas,
aun cuando existentes ya los entes preautonómicos, no se puJo pensar
en principio como instrumento para la financiación de aqllcilas. En
realidad, esa honna establecía la necesidad de que una parte de las
inversiones -enfocada~ baskamente i.l la financiación de cmprc~as públi­
cas- tuvieran una proyección territorial. materializándose en el espado
geográfico donde actuara cada Caja en atención a su domicilio. sin
que en ningún momento su finalidad consistiem en subveni.r, siquiera
parcial o complementaria. las Haciendas autonómicas.

La desvinculación, pues. de las inversiones y su ámbito espacial
no puede afectar negativamente. por si misma, a la sutlciencia económica
de las Comunidades respectivas. En otras palabras, si se acepta como
dato obvio que corresponde al Estado tijar los coeficicnte'i obligatorio:"
de inversión en activos calificados a tales efectos por el gobierno o
por las Comunidades, asi como la detenmnadón de los valores públicos
cuya adquisición S~ considere computable para cubrir dicha obUga¡;ión.
resulta no menos claro que la. eliminación de esa vinculacion territorial
no puede merecer reproche alguno constitucional desde la perspectiva
del pr'.ncipio de autonomía financiera invocado si se lee a b luz ti.:!
principio también constitucional de la libertad de emprc~,a cn el marco
de la economía de mercado (art. 38 de la Constitucion\ que implica
la libre competencia en su seno, a la cual la Ley 13/1985 quita las
trabas establecidas para invertir en cualquier punto del territutio espaüo:
o foráneo.

9. La desigualdad de tratamiento se invoca en dos ocasiones, con
distintos pumos de refereaci.l. uno a Ia~ demás Comunidades Autó­
nomas y v~:'0 el Estadú. En el primero de c:,os a;,p~ctos y COi~ futl­

damento en el art.. 138 de la Com·titudón, donde se g<:ranti¿:l el C_l:'J.i­
librio económico adecuado y justo cntre las diversas partes dd territorio
español. se nos aduce que el régimen id~ntico para todas las Comu·
nidades Autónomas, estableciendo un coefickmte uni.forme dc inversión
obligatoria (el 20 por 100), cualquiera que fuere el nivel de competencias
realmente asumidas. resulta discriminatorio en perjuicio de las Comu­
nidades que lo tienen más alto. Esta alegación abstracta por su pwpia
naturaleza no es admisible para la finalidad pretendida. Por utra p<Ht~.

la fmanciacion de las propias actividades o el fomento de las ¡tjt:nas
a través del crédito ofrece un talante complementario, residual en el
primero de 105 supuestos. La heterogeneidad de los esquemas de com­
petencias no es por si misma relevante- al respecto si se píensa que
ha de existir un elcrto parale1i5mú <:llifl: el coste de lOS servicios y
los rendimientos del sístema tributario, instrumento normal y principal
para sufragar el gasto público, por lo que la apelación al crédito ha
de moverse dentro de un abaníco no muy abierto. Y desde una óptica
Que enfoque la situación concreta es evidente que para conligurarla
confluyen muchos factores que inciden en la distinta cuantificación
del mismo porcentaje abstracto. En efecto. el territorio, la poblacion
y el grado de desarrollo economico de la Comunidad propician una
mayor presencia y actividad de las entidades de crédito. sujetos pasivos
de la obligación de invertir con caracter forzoso. Aquí juega preci­
samente un papel muy importante el principio de territorialidad para
la detenninación de los rendimientos computables sobre los cuales
se gira el tanto por ciento para obtener el tope de tal carga. En definitiva,
no es atendible en este caso la ~di!'<Criminación por indiferenciaciún#
o dicho con una cierta vocación de paradoja la desigualdad por un
exceso de igualdad. que ya habíamos rechazado para otro supuesto en
nuestra STC 86/1985 (fundamento jurídico 3.°).

Desde otra perspectiva, la mas usual. del principio de igaaldad,
se reprocha al arto 5.2 de la Ley. primera proposidón, la preferencia
que otorga a ciertos títulos estatales para el cumplimiento de la inversión
obligatoria. con un subcoeficiente ad 110...' Ello parece quebrar la paridad
de tratamiento de la Deuda pública del E'itado y de las Comunidades
Autónomas que consagrd la Ley Orgánica para su fi.nanci3ción, donde
nna y otra se sujetan 4a las mismas normas~. gozando "de lo:. mismos
beneficios y condiciones» (art. I..J.SI. Un 2nálisis de tal squip3racíon.
modalidad especltica de la igualdad gencrica, desvela ante rodo que
su contenido ha de ref1ejar5c directa e inmediatamente en el r~gimen

juridico de la apelación al .:redíto por los entes públicos teEí:oríales.
que se uesea único e indu..o unit(jnn~. Dt'n!ro de t"l) man..'o, el en.::u{:Jr.:
se aproxima luego a puntO'i concreUb, uno de ello:; los',h:.~:leilcios",
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en cuya expresion han de ser incluidos los mal llamados privilegios
o garantías y, en suma, cualesquiera otras ventajas. como puedan ser
a título de ejemplo las tributarias. Las llcondiciones». por su parte.
se refieren por la propia fuerza del lenguaje. que también tiene e impone
sus leyes, las clausulas o reglas. a veces genéricas y otras especificas.
donde se configure con precisión la relaciónjuridica nacida de la emisión
y adquísición de los titulos.

En ningún caso. pues, la equiparación de las Deudas públicas pre­
figura, condiciona. limita o impide cualquier medida que a su utilización
se refiera. aspecto extrinseco desligado del regímcn jurídico y más propio
de la política económica general, incluida su vertiente fmanciera. indi­
solublemente unida a aquélla. En tal actuación tiene sentido el esta­
blecimiento de la obligación de invertir en detenninados valores por
las entidades de crédito, a través de coeficientes y subcoeficientes. con
un orden de prelación. En tal linea discursiva. los intereses de cada
Comunidad Autónoma no pueden prevalecer sobre las necesidades
mas generales que el Estado fmancia por medio de aquellos titulos
y que. por tanto, la fijación de un orden de prioridad o preferencia
para la suscripción de valores computables en el coeficiente de fondos
públicos «constituye un aspecto esencial de la ordenación del crédito
y, por lo mismo. una medida indudablemente incluida en la competencia
del Estado para establecer las bases de tal ordenación» (STC 111982.
fundamentos jurídicos 4.° y 5.°).

Por otra parte. la desigualdad por si misma. como fenómeno, no
conlleva necesariamente la calificación peyorativa de discriminación
si tiene su origen en situaciones también distintas que le sirven de
explicación y justificación. Tal es el caso que ahora nos ocupa si se
recuerda -ante todo- que la reserva de una cierta euota (15 por 100)

se establece para «cubrir exclusivamente con titulos de deuda a corto
plazo o medio emitida por el Tesoro o el Estado. que se declaren
expre~amente aptos paa este fimo La adscripción de un subcoeficiente
a ese concreto tipo de valores refleja su relación con el déficit pre·
supuestario que exige medidas adecuadas para cubrirlo. como exigencia
ineludible de una necesidad general, común al Estado y a sus com­
ponentes. ias Comunidades. que tambien 10 son. Estas razones ponen
de manifiesto además que la actuación de aquél al respecto, en este
punto com0 en otros úe la Ley enjuiciada. no puede calificarse corno
deslealtad constitucional y puede ser calificada sin la menor reserva
como un «comportamiento fie!lI,

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constítucional, POR LA AUTO­
RlDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSrrruCION DE LA NACIÓN ESPA.."IOLA.

Ha decidido

Desestimar los presentes recursos de ínconstJtucionalidad.

Publiquese esta Sentencia en el ;.:Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a cinco de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Firmado: Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Femando
Garda·Mon y Gonzalez-RegueraL-Carlos de la Vega Benayas.-Alvaro
Rodriguez Bereijo.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafae! de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-Pedro Cruz Villalón.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Rubricado.


